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Resumen 
 
El fenómeno de la corrupción en la contratación pública es una dificultad que se ha 
visibilizado en Colombia en los últimos años y que no ha respondido de manera 
favorable a la legislación que se ha emitido con el fin de reducir este fenómeno en 
el desarrollo de las diferentes modalidades de contratación en el sector público. Es 
importante reiterar que la corrupción asociada a los procesos de contratación 
realizada por el estado tanto a nivel nacional como local, representa uno de los 
problemas más significativos para las finanzas del estado, las medidas que se han 
tomado hasta hoy parecen ser insuficientes cuando con el paso del tiempo se 
siguen conociendo un sin número de irregularidades en las adjudicaciones para 
diferentes obras, este tipo de casos representan un detrimento patrimonial para el 
estado, y la perdida de la confianza de los ciudadanos en sus instituciones y 
funcionarios. El riesgo en materia de corrupción en contratación pública de las 
entidades del sector central en la actualidad resulta ser alto y muy alto, esto en 
gran medida por la cantidad de contratos que deben realizarse y la poca 
supervisión que se ejerce sobre los mismos.  
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The corruption’s phenomenon in public procurement is a difficulty which has been 
visualized in Colombia in recent years and has not responded favorably to the 
legislation that has been issued with the aim of reducing this phenomenon in the 
development of the different modalities of recruitment in the public sector. It is 
important to reiterate that the corruption associated with the processes of 
contracting done by the State both at national and local levels, represents one of 
the most significant problems for State finances, the politic’s measures taken so far 
seem to be insufficient when with the passage of time is still getting to know a 
number of irregularities in the awards for different works, such cases represent a 
patrimonial detriment to the State, and the loss of the confidence of citizens in their 
institutions and civil servants. Risk of corruption in public procurement of the 
entities of the central sector at present turns out to be high and very high, this 
largely by the amount of contracts that should be undertaken and little supervision 
is exercised over them. 
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El fenómeno de la corrupción en la contratación pública es una problemática  que 
se ha visibilizado en Colombia en los últimos años y no ha respondido de manera 
favorable a la legislación que se ha emitido con el fin de reducir este fenómeno en 
el desarrollo de las diferentes modalidades de contratación en el sector público. 1 
Esto permite denotar que la corrupción se presenta por falta de regulación 
normativa en materia de los riesgos asociados a cada proceso contractual, de 
modo que no se han contemplado herramientas eficientes para determinar hechos 
imprevisibles que pueden surgir en la ejecución de ciertos contratos, 
específicamente los contratos de obra. 1 
El riesgo en materia de corrupción en contratación pública de las entidades del 
sector central de acuerdo a las estadísticas de la Contraloría General de la 
Republica, en la actualidad resulta ser alto y muy alto, esto en gran medida por la 
cantidad de contratos que deben realizarse y la poca supervisión que se ejerce 
sobre los mismos. 1 
La regulación que existe en Colombia en materia de contratación estatal 
contempla de manera muy genérica el proceso de la distribución de riesgos al 
momento de celebrar un contrato de manera general, sin embargo, que las partes 
puedan determinar los riesgos a los que se puede enfrentar el objeto del proceso 
permite determinar quién asumirá dichos riesgos y en qué porcentaje se hará, 
determinando así desde el inicio imprevistos que puedan acaecer. 2 
Así entonces el desarrollo del presente artículo busca responder al siguiente 
interrogante ¿Cómo la aplicación de la teoría de distribución de riesgos puede 
disminuir los riesgos de corrupción en los procesos de contratación en la 
modalidad de licitación pública? 3 
En relación con la distribución de riesgos desde el punto de vista contractual, se 
observa que este es un mecanismo, en donde las posibles partes a intervenir 
dentro de un contrato se reúnen con el fin de determinar los posibles riesgos que 
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se van a presentar en la ejecución del contrato y la forma como los mismos van a 
ser manejados en términos de poner límites a la responsabilidad de los mismos 
para cada uno de ellos por las partes del contrato. No existe en sí dentro de la 
regulación una fórmula para determinar los riesgos y sus límites, por lo que es un 
aspecto que debe ser determinado por las partes a intervenir en el contrato, en 
donde se encuentra inmersa la voluntad de las mismas.3 
De esta manera es posible implementar unas normas específicas para los 
contratos estatales de obra que representen una inversión importante de recursos 
públicos en materia de distribución de riesgos, ya que dejar al arbitrio de las 
entidades todos lo relacionado con este tema supone una autonomía que en 
muchos casos no es objetiva y desencadena sobrecostos en el contrato. 3 
La determinación de la distribución de riesgos en la etapa precontractual permite 
determinar la forma en que se asumirán los riesgos por cada una de las partes e 
identificar de acuerdo a esto las pólizas necesarias para que el contratista pueda 
ejercer la ejecución de contrato amparado de acuerdo a los riesgos que se 
contemplo debe asumir en caso de que se presente su materialización. De igual 
manera contemplar la distribución de riegos y la teoría de la imprevisión permite 
dejar un margen de discrecionalidad mínimo a la parte contratante en cuanto se 
presente un hecho imprevisible, lo que permitiría que se reduzca el riesgo de un 
detrimento patrimonial en perjuicio de la nación por sobrecostos presentados en 
los contratos de obra.3 
En cuanto la previsión de riesgos influiría de manera positiva en la prevención de 
la corrupción teniendo en cuenta que los gastos en los que se incurran por riesgos 
acaecidos dentro de la ejecución del contrato estarán definidos con anterioridad y 
no podrán modificarse, por lo cual no se habrá lugar a disponer nuevos recursos 
presupuestales para el contrato y de esta manera incurrir en costos posteriores y 
renegociación del contrato.3 
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Este artículo pretende identificar como la aplicación de herramientas como la 
teoría de la imprevisión y la distribución de riesgos permite disminuir los riesgos de 
corrupción en los contratos estatales de obra, permitiendo determinar la 
responsabilidad de las partes en la ejecución del contrato.  
La metodología que se utilizó en el desarrollo de esta investigación es de tipo 
doctrinal hermenéutica, ya que mediante el análisis de varios autores e 
investigadores en temas de contratación estatal se construye una síntesis  



















1. Contratación pública de obras en Colombia 
La contratación pública en Colombia se encuentra regida de manera general por el 
Estatuto de Contratación que se encuentra en la Ley 80 de 1993, la cual ha sido 
objeto de varias modificaciones a lo largo del tiempo en razón de cambios que han 
surgido en la concepción de algunas figuras contractuales. 
El artículo 32 de la ley 80 de 1993 define el contrato de obra pública como aquél 
que celebran las Entidades Estatales para la construcción, mantenimiento, 
instalación y , en general, para la realización de cualquier otro trabajo material 
sobre bienes inmuebles, cualquiera que sea la modalidad de ejecución y pago. 
El proceso de contratación pública en Colombia cuenta con varias modalidades 
señaladas de acuerdo al bien o servicio que se pretenda adquirir, cada uno de 
estos procesos cuenta con una regulación específica y tiene definidas de manera 
taxativa las etapas contractuales que debe surtir.  
En el caso específico de los contratos de obra el proceso se debe surtir por regla 
general mediante la modalidad de contratación denominada licitación pública, que 
como lo indica lo define el Ministerio de transporte (2013) es un proceso de 
selección que se utiliza para que las instituciones estatales escojan a su 
contratista mediante una invitación pública para quienes se encuentren 
interesadas en prestar el bien o servicio requerido.  
La licitación pública generalmente se realiza para proyectos complejos y de un 
valor significativo como es el caso de los contratos de obra, y su marco normativo 
se encuentra en la Ley 80 de 1993, 1150 de 2007, 1474 de 2011, y 1682 de 2013 
en materia de transporte y en los demás aspectos, por el derecho privado. 
Excepcionalmente se llevan a cabo contratos de obra pública por modalidades de 
contratación distintas a la Licitación Pública, esto en razón de criterios especiales 
que presentan dichos contratos como el valor, la urgencia manifiesta, entre otros. 
Como lo indica Ortiz (2015) la forma de pago del contrato de obra para la 
celebración del contrato podrá ser definida de acuerdo a la naturales del mismo y 
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a las necesidades que se observen, es decir que debe realizarse un análisis previo 
que permita determinar cuál es la forma de pago adecuada en el caso 
determinado y así pactarla entre las partes. 
La siguiente grafica permite identificar las modalidades de pago que pueden ser 
acordadas por las partes en la ejecución de un contrato de obra pública: 
Figura 1. Formas de pago en contratos de obra pública  
 
Fuente: Elaboración Propia. 
El proceso de contratación de obra pública en Colombia se ha regulado de manera 
amplia, permitiendo que en cada caso se identifiquen las necesidades y se ajuste 
la forma de pago de acuerdo a las características específicas de la obra que se va 



































A pesar de dicha regulación en los últimos años se ha desarrollado una legislación 
específica que busca combatir los actos de corrupción, esta sigue permeando las 
entidades públicas generando en los ciudadanos una percepción negativa frente al 
estado y sus instituciones. 
Esto es una problemática mayor teniendo en cuenta que la corrupción genera 
inestabilidad y desequilibrio ya que se desvían los recursos y no se pueden 
cumplir con los fines institucionales, además el retraso en la ejecución de la obra 
se hace notorio y genera mayores gastos para la administración pública (Serrano 
Cuervo, 2014). 
Los mecanismos de contratación pública han sido objeto de reformas en los 
últimos años, con el fin de obtener resultados más eficientes en el desarrollo de 
los mismos y permitir la inclusión de nuevas tecnologías como el SECOP (sistema 
electrónico para la contratación pública), en efecto se ha tratado de fortalecer el 
sistema de contratación pública, luchando contra las formas de corrupción que han 
sido identificadas. 
2. Distribución de riesgos en la contratación de obras públicas 
El tema de la distribución de riesgos en los contratos de obras públicas se ha 
planteado en Colombia como una alternativa para evitar contratiempos en la 
ejecución del contrato, ya que existen ciertos tipos de riesgos previsibles que 
pueden identificarse desde la etapa precontractual.  
Como lo expresa Fonseca (2002) la asignación de riesgos en la contratación de 
obras públicas es un asunto que responde a criterios de conveniencia y legalidad, 
por cuanto es necesaria que las partes realicen un análisis consiente de los 
riesgos previsibles, siempre ajustando a los criterios legales y jurisprudenciales 




2.1 Desarrollo normativo sobre manejo de riesgos en la contratación 
pública en Colombia: 
La contratación pública en nuestro país se ha desarrollado a medida que se han 
identificado necesidades en el ejercicio de esta función, es así como nuestro país 
desde su carta política legitima los procesos de contratación pública para el 
cumplimiento de los fines del estado social de derecho, de igual manera y como se 
observara en este capítulo, con el pasar de tiempo se han desarrollado normas 
concretas que buscan mejorar los procesos de contratación estatal mediante la 
previsión anticipada de ciertos riesgos que pueden presentarse en la ejecución del 
contrato. 
2.1.1 Ley 1150 de 2007: 
Esta norma desarrolla e introduce medidas para la eficiencia y la transparencia en 
la contratación estatal, esta modifica algunas disposiciones de la Ley 80 como 
eliminar ciertos artículos que determinaban la forma de escogencia en 
modalidades de selección, de igual manera y como uno de los partes que se 
consideran fundamentales respecto de esta ley se introduce el concepto de 
Sistema Electrónico para la Contratación Pública (SECOP) cuyo fin es contar con 
una plataforma virtual que permita recopilar, estandarizar e integrar información, 
además de crear herramientas necesarias mediante las cuales las entidades 
públicas puedan optimizar los procesos de contratación (Peñaranda & Gualdron, 
2009). 
Ahora bien, en materia de riesgos específicamente el artículo 4, de esta norma 
indica que en los pliegos de condiciones o sus equivalentes la entidad estatal 
deberá incluir la estimación, tipificación y asignación de los riesgos previsibles 
involucrados en la contratación, en el caso de las licitaciones públicas, los pliegos 
de condiciones de las entidades estatales deberán señalar el momento en el que, 
con anterioridad a la presentación de las ofertas, los oferentes y la entidad 




Como puede observarse se contempla el análisis de riesgos para los procesos de 
contratación desde la etapa precontractual, para identificar las posibles 
contingencias que pueden surgir en la ejecución del contractual.  
2.1.2  Ley 1510 de 2013:  
Por medio de esta ley se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos 
de prevención, investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad 
del control de la gestión pública, se equiparán las responsabilidades de los 
servidores públicos y los particulares que administran recursos públicos, se 
aumentan los controles en la administración y la inversión de los recursos y se 
aumentan los controles. 
Como las normas que hasta el año 2011 se habían emitido para combatir la 
corrupción no habían dado los resultados requeridos, hubo la imperiosa necesidad 
por parte del actual gobierno de presentar proyecto de ley tendiente a dictar normas 
orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, investigación, sanción de 
actos de corrupción y efectividad del control de la gestión pública, creando medidas 
administrativas para la lucha contra la corrupción. La administración pública es el 
ámbito natural para el cual se adoptarán medidas de lucha contra la corrupción; 
consagrando una serie de mecanismos administrativos tendientes a reducir 
determinados fenómenos que afectan gravemente al Estado (Torres González, 
2014, p.79). 
Dentro de los conceptos más importantes que aporta esta ley se encuentra la 
definición del riesgo como un evento que puede generar efectos adversos y de 
distinta magnitud en el logro de los objetivos del Proceso de Contratación o en 
la ejecución de un contrato. Así mismo este decreto establece que la Entidad 
Estatal debe evaluar el Riesgo que el Proceso de Contratación representa para 
el cumplimiento de sus metas y objetivos, y en los procesos de licitación pública 
se debe realizar una audiencia de asignación de riesgos.  
La normativa en materia de contratación pública ha creado un sistema de 
análisis y asignación de riesgos en materia de contratación pública que busca 
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que se evalúen previamente situaciones que pueden afectar la ejecución del 
contrato, sin embargo, su aplicación no ha triado los beneficios esperados. 
2.2  Análisis de riesgo en contratos de obra pública:  
Identificar el riesgo contractual permite a las partes identificar diversas situaciones 
que podrían en su momento afectar la ejecución del contrato y pueden generar 
sobrecostos y dificultades frente a lo planteado de manera inicial en el contrato, de 
esta manera las partes pueden integrar al contrato la responsabilidad de las 
mismas al momento de la ocurrencia de algún evento dentro de la ejecución del 
contrato y definir la responsabilidad que se deriva de la misma, así dentro de las 
obligaciones estipuladas en el contrato se identificara de manera clara quien debe 
asumir los riesgos cuando estos se materializan  (Sánchez Valderrama, 2011).  
La regulación de los procesos de contratación de obras públicas ha identificado la 
importancia de realizar un análisis de riesgos, y se han dispuesto de varios 
mecanismos para esto, como la matriz que se muestra en la siguiente gráfica: 
Figura 2. Matriz de riesgos procesos de contratación  
 
Fuente: Colombia Compra Eficiente (2013) 
El análisis que se realiza mediante la matriz que se observa en la gráfica permite 
determinar los riesgos previsibles y el tratamiento que se le dará en caso de que 
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se llegue a materializar, es necesario que dicho análisis se realice contemplando 
la magnitud de la obra que se va a llevar y cabo, y que el tratamiento que se 
plantee este acorde a las normas legales para que no se produzca un 
desequilibrio contractual.  
En relación con la distribución de riesgos desde el punto de vista contractual, se 
observa que este es un mecanismo, en donde las posibles partes a intervenir 
dentro de un contrato se reúnen con el fin de determinar los posibles riesgos que 
se van a presentar en la ejecución del contrato y la forma como los mismos van a 
ser manejados en términos de poner límites a la responsabilidad de los mismos 
para cada uno de ellos por las partes del contrato. No existe en sí dentro de la 
regulación una fórmula para determinar los riesgos y sus límites, por lo que es un 
aspecto que debe ser determinado por las partes a intervenir en el contrato, en 
donde se encuentra inmersa la voluntad de las mismas.  
Respecto de lo anterior Pachón (2014) indica que es deber de la entidad en los 
estudios previos y en los pliegos de condiciones, debe incluir los riesgos que 
afecten la ejecución del contrato y que identificó en la matriz de administración de 
riesgos, por lo que debe considerarse como un paso en la etapa de planeación. 
Sin embargo la asignación de los mismos deberá contemplarse junto con el 
contratista al momento de la celebración del contrato, de modo que será acordado 
por las partes como se indicó anteriormente. 
En concordancia con lo anterior Colombia Compra Eficiente (2013) adoptó la 
metodología de análisis de riesgos de contratación pública con base en el 
Estándar AS/ NZS ISO 31000 e identificó que los pasos que deben seguirse para 
la identificación y administración de los riesgos son en primer lugar establecer el 
contexto en el cual se adelanta el proceso de contratación, en segundo lugar 
deben identificarse y clasificar los riesgos del proceso de contratación, en tercer 
lugar se deben evaluar y calificar los riesgos para posteriormente realizar una 
asignación de los mismos y tratarlos y finalmente se deben monitorear y revisar la 
gestión de los Riesgos.  
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Figura 2. Matriz de riesgos procesos de contratación  
 
Fuente: Colombia Compra Eficiente (2013). 
 
Desarrollar adecuadamente la metodología descrita en la gráfica y desarrollar la 
matriz de riesgos permite a las entidades identificar posibles riesgos que pueden 
presentarse, se pueden plantear planes de manejo adecuados que permitan una 
planificación acertada de los eventos adversos que pueda generarse en la 
ejecución del contrato, de esta manera se controlaran mejor estas situaciones. 
 
De esta manera seria posible implementar unas normas específicas para los 
contratos estatales de obra que representen una inversión importante de recursos 
públicos en materia de distribución de riesgos, ya que dejar al arbitrio de las 
entidades todos lo relacionado con este tema supone una autonomía que en 
muchos casos no es objetiva y desencadena sobrecostos en el contrato. Resulta 
necesario en este punto advertir que la distribución previa de riesgos en este tipo 
de contratos es altamente necesaria, esto en la medida que la asignación de estos 
permite visibilizar la responsabilidad de las partes cuando surge algún tipo de 




El riesgo contractual permite a las partes identificar diversas situaciones que 
podrían en su momento afectar la ejecución del contrato y pueden generar 
sobrecostos y dificultades frente a lo planteado de manera inicial en el contrato, de 
esta manera las partes pueden integrar al contrato la responsabilidad de las 
mismas al momento de la ocurrencia de algún evento dentro de la ejecución del 
contrato y definir la responsabilidad que se deriva de la misma, así dentro de las 
obligaciones estipuladas en el contrato se identificara de manera clara quien debe 
asumir los riesgos cuando estos se materializan  (Sánchez Valderrama, 2011).  
En el caso de la Refinería de Cartagena la estimación de los sobrecostos que el 
contratista identifico al momento de la ejecución del contrato y la discrecionalidad 
del contratante permitió que se cambiara de forma arbitraria lo pactado 
inicialmente y no se realizara la etapa de ingeniería de detalle, compra y 
construcción, bajo la modalidad precio de suma global llave en mano, sino que se 
decidiera asumir este proceso por la modalidad de costos reembolsables. 
La regulación que existe en Colombia en materia de contratación estatal 
contempla la distribución de riesgos al momento de celebrar un contrato de 
manera general, sin embargo, la misma se realiza como un requisito pero su 
elaboración no sigue el proceso riguroso diseñado por Colombia Compra Eficiente. 
En este punto cabe destacar que facultar a las partes para puedan determinar los 
riesgos a los que se puede enfrentar el objeto del proceso permite determinar 
quién asumirá dichos riesgos y en qué porcentaje se hará, determinando así 
desde el inicio imprevistos que puedan acaecer.  
Respecto de la aplicación de distribución de riesgos como herramienta útil para 
disminuir los casos de corrupción dentro de los procesos de contratación pública, 
la Unión Europea ha desarrollado un análisis amplio sobre los beneficios de 
realizar de manera objetiva la identificación y asignación de los riesgos, como se 
podrá observar a continuación.  
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3. Experiencias de la Unión Europea en la aplicación de distribución de 
riesgos en la contratación pública y disminución de la corrupción  
Los contratos de obra de manera general requieren un proceso previo de 
identificación, análisis y distribución de riesgos entre las partes que lo suscriben. 
En ese sentido se han desarrollado guías para su realización efectiva y varios 
países han creado sistemas para realizar esta evaluación de una manera efectiva 
y evitar sobrecostos en los procesos de contratación de obras públicas. 
En ese sentido la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil 
Internacional (en adelante UNCITRAL) ha creado una guía que expone de manera 
detallada los pasos a seguir para la realización del proceso de distribución de 
riesgos, en cada una de las modalidades de pago, lo que debe tenerse en cuenta 
para determinar la responsabilidad ante los riesgos que se materialicen en el 
contrato. Dichas disposiciones se han adoptado en muchos países para la 
contratación estatal de obras públicas. 
Asi mismo la Unión Europea (2015) en las directivas sobre contratación de obras 
públicas ha expuesto la importancia del análisis de riesgos: 
El poder adjudicador deberá garantizar la elaboración de un registro de riesgos y de 
un plan de contingencias asociado durante las fases tempranas del ciclo de vida de un 
contrato/proyecto y que estos se actualicen con regularidad en las principales fases 
del ciclo de vida, incluido un informe sobre la gestión de riesgos altos y emergentes. 
Una buena gestión de riesgos reduce la probabilidad de abortar procesos, la 
necesidad de modificar los contratos durante su ejecución y el riesgo de realizar 
correcciones financieras en los fondos concedidos por la UE (p.62).  
 
La política que ha construido la Unión Europea frente a la contratación de obras 
públicas se ha centrado en un análisis minucioso de cada una de las etapas 
precontractuales, en el caso específico de la distribución de riesgos se han 
diseñado varias etapas con actividades específicas.  
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Como se evidencia anteriormente hay una diferencia amplia entre el análisis de 
riesgos que se realiza en los procesos de contratación en Colombia y el proceso 
de riesgos en contratación de obras públicas que se surte en los países de la 
Unión Europea contemplan una etapa de evaluación, posteriormente se realiza 
una etapa de registro de riesgos específicos del contrato y se realizan planes de 
contingencia, y ya en el momento de ejecución del contrato se desarrolla una 
actividad de seguimiento. 
Villalba, Arana & Castillo (2014) expresan la importancia que tiene en los países 
miembros de la Unión Europea la identificación y posterior asignación de riesgos, 
y aunque se prevé en la legislación el principio de riesgo y ventura en virtud del 
cual el contratista recibe los beneficios, pero asume al mismo tiempo las 
eventuales pérdidas derivadas del cumplimiento del contrato en sus propios 
términos, se ha previsto excepcionalmente en la normativa de contratación del 
sector público la modulación del principio riesgo y ventura, para  pactar un reparto 
equitativo de riesgos en las cláusulas de los contratos.  
Como se puede observar el diseño de las políticas en materia de contratación que 
ha realizado la Unión Europea tiene la finalidad de los procesos de contratación se 
lleven a cabo de manera transparente y eficiente, y no se incurra en sobrecostos o 
hechos de corrupción. 
Respecto de la percepción de corrupción que tienen los oferentes en procesos de 
contratación pública en los países de la Unión Europea se puede observar la 
siguiente gráfica:  
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Figura 3. Percepción corrupción oferentes en procesos de contratación publica
 
Fuente: Comisión Europea (2014) 
Como se observa en la gráfica anterior la percepción de corrupción en los 
procesos de contratación que tienen los oferentes en algunos países alcanza un 
porcentaje del 50%. Sin embargo, en la mayoría de países dicha percepción es 
baja si se compara con las cifras que se tienen en Colombia. 
La importancia que se le ha dado a la revisión minuciosa de cada una de las 
etapas del proceso de contratación estatal, ha permitido disminuir las 
probabilidades de que se presenten hechos de corrupción en la ejecución del 
proceso. Entre los planes de mejoramiento que se han desarrollado para los 
procesos se encuentra la revisión de los riesgos, lo que se da en un proceso 
dividido en varias etapas y tiene lugar desde la etapa precontractual hasta la 
liquidación del contrato (Gimeno Feliú, 2014). 
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Es asi como el fortalecimiento de esta etapa, en conjunto con otras herramientas 
que se han diseñado para la eficiencia y trasparencia de la contratación pública en 
Europa ha arrojado resultados positivos que han disminuido los hechos de 
corrupción en la mayoría de los países de la unión Europea. Como lo indica 
Martínez (2016) el conjunto de medidas que se han adoptado en varios países de 
la Unión Europea como nueva regulación de la conducta de los servidores 
públicos, manuales internos de gestión de riesgos que permitan garantizar el 
comportamiento ético de los gestores públicos frente a los imprevistos que surjan 
en los contratos y analizar los sistemas de prevención de la corrupción y políticas 
de integridad de las administraciones han permitido que disminuyan los hechos de 






















Se comprueba así la hipótesis planteada sobre la disminución en hechos de 
corrupción en procesos de contratación estatal en la modalidad de licitación 
pública realizando un adecuado análisis de la distribución de riesgos: 
El desarrollo de contratos de obras públicas representa de manera frecuente una 
inversión de recursos públicos importantes por lo que deben considerarse 
elementos adicionales para blindar estos recursos. Los sobrecostos en los 
procesos de contratación de obras públicas que disminuyen la capacidad del 
estado de realizar inversión en otro tipo de proyectos que son altamente 
necesarios para el desarrollo del país. 
La aplicación de la teoría de la distribución del riesgo permite definir la 
responsabilidad de las partes en los riesgos que se materializan en la ejecución de 
un contrato de obra. Lo anterior disminuye la posibilidad de la toma de decisiones 
unilaterales por las partes del contrato de cambiar las condiciones iniciales 
previstas del contrato, con el fin de no frenar su ejecución. 
La aplicación de la teoría de distribución de riesgos en materia de contratos de 
obra resulta una necesidad imperativa si se quieren reducir los sobrecostos en 
dichos proyectos, ya que resulta pertinente prever las externalidades que puedan 
ocurrir en el desarrollo del contrato, para determinar qué acciones se tomaran en 
cada caso. Esto permitiría que los procesos estuvieran mejor controlados y se 
llevaran a cabo de forma más eficiente. 
Se debe  adoptar este proceso teniendo en cuenta su conveniencia y favorabilidad 
sobre los costos que representa para el estado la ejecución de contratos de obra, 
dicha asignación de riesgos entre las partes debe realizarse conforme a la ley y 
contemplarse en las pólizas de seguros que se le exigen al contratista, además 
debe considerarse la viabilidad de surtir procesos adicionales con entidades de 
control cuando se estime necesario realizar modificaciones significativas en las 
condiciones iniciales del contrato por hechos sobrevinientes. 
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Ahora bien, frente al fenómeno de la corrupción la distribución de riesgos permite 
reducir la discrecionalidad de las partes en cuanto en la planeación del proyecto 
de contratación ser realizo una matriz de riesgos y del tratamiento de los mismos, 
en esa medida no se deja campo de maniobrabilidad a las partes sobre los 
contratos, en la medida que ya se encuentran estipulado en el caso de imprevistos 
quien asumirá los mismos, de manera que la injerencia que pueden llegar a tener 
las partes se encuentran limitadas y no permitirían la agregación de nuevos costos 
injustificados reales. 
En la medida que se prevean los riesgos e imprevistos surgidos, el contratista no 
podrá incurrir en sobrecostos a cargo de la entidad pública, como requisito para el 
cumplimiento del contrato de obra, es decir que el contrato no sufrirá variaciones 
que signifiquen erogaciones no contempladas, que en la mayoría de casos 
resultan en hechos de corrupción acordados entre las partes del contrato.  
Si bien la aplicación de una adecuado análisis, identificación y asignación de 
riesgos no puede predicarse como la completa solución a los problemas de 
corrupción en la contratación, representa una herramienta altamente importante ya 
que permite identificar las contingencias que puedan surgir en el desarrollo del 
objeto contractual, los cuales en el caso de que se presenten pueden solucionarse 
de acuerdo a lo previsto en los planes de contingencia. Esto no da lugar a que 
lugar tomen decisiones sin análisis previo y conjunto de las consecuencias que 
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